SENTENCIA DE TUTELA 2ª INSTANCIA N° 96
RADICACIÓN: 660013109002 2019 00068-01
ACCIONANTE: CARLOS HUMBERTO MARTÍNEZ O
SE CONFIRMA

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DEBIDO PROCESO / DEFENSA TÉCNICA / PRESTADA POR LA DEFENSORÍA DEL PUEBLO / NO SE AFECTA POR LAS DISCREPANCIAS DEL REPRESENTADO CON EL ABOGADO QUE SE LE DESIGNÓ / EL CAMBIO DE ÉSTE ES COMPETENCIA EXCLUSIVA DE LA ENTIDAD ACCIONADA.
En este caso el interesado concurre ante el juez constitucional para solicitar que se le ordene a la Defensoría del Pueblo el cambio del defensor público que le fue asignado para representarlo en el proceso penal que se adelanta en su contra por el delito de injuria.

Desde ya dirá la Sala que acompaña la decisión adoptada por la titular del Juzgado Segundo Penal del Circuito con función de conocimiento de esta capital, por la siguiente razón:

Aunque el accionante asegura tener ciertas diferencias con el defensor público que le fue asignado, no se vislumbra ninguna afectación de derechos fundamentales por cuanto la Defensoría del Pueblo de acuerdo con sus competencias procedió a asignarle al accionante un abogado que lo represente dentro del proceso penal que se adelanta en su contra. Y si bien el actor señala que el abogado asumió una “actitud grosera” frente a él, razón por la cual lo denunció disciplinariamente, además que no comparte la estratega defensiva que le propone el profesional del derecho, tales situaciones no pueden entenderse como vulneración flagrante de derechos a efectos de que los mismos se protejan por vía de tutela. (…)
Es cierto, no se discute, que la ausencia de defensa técnica efectivamente acarrea una grave afectación del derecho fundamental al debido proceso, y así lo dejó esclarecido la Corte Constitucional en sentencia T-018/17… {pero} la realidad procesal enseña que el accionante siempre ha estado asistido por un abogado, y es así en cuanto la DEFENSORÍA DEL PUEBLO ha sido diligente en asignarle un defensor que represente sus intereses; empero, por diferentes circunstancias es el señor CARLOS MARTÍNEZ quien solicita el cambio de apoderado y en tal sentido una nueva designación solo es del resorte exclusivo de la entidad accionada.
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 JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, dieciocho (18) de septiembre de dos mil diecinueve (2019)
Acta de Aprobación N° 830
Hora: 3:00 p.m.
1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído la impugnación interpuesta por el ciudadano CARLOS HUMBERTO MARTÍNEZ OSPINA, contra el fallo de tutela proferido por el Juzgado Segundo Penal del Circuito de Pereira (Rda.), a consecuencia de la acción de amparo promovida contra la DEFENSORÍA DEL PUEBLO REGIONAL RISARALDA.

2.- DEMANDA 

Lo sustancial de los hechos que plantea el señor CARLOS MARTÍNEZ se pueden sintetizar así: (i) en el año 2014 se inició proceso penal en su contra por el delito de injuria, radicado N° 2014-00277, de acuerdo a denuncia que presentó el señor ÁLVARO JAIRO BARRERA JARAMILLO; (ii) le han asignado diferentes defensores públicos, el más reciente, el doctor MARIO ALIRIO TRIVIÑO, y únicamente pudo hablar con él en junio 10 de 2019, sin embargo, no han podido dialogar acerca de su defensa técnica y material; (iii) su apoderado judicial le ha sugerido la retractación para que la investigación se precluya, pero no está de acuerdo con la estrategia defensiva; (iv) desconoce el escrito de acusación y los documentos pertinentes que se requieren para tener pleno conocimiento del proceso, los que incluso son cruciales para una posible retractación; y (v) solicita se ordene a la DEFENSORÍA DEL PUEBLO le cambie el abogado defensor.
3.- TRÁMITE Y FALLO 

3.1.- Recibida la demanda, el despacho la admitió, y corrió traslado a las partes interesadas quienes se pronunciaron así:

- La Defensora del Pueblo señaló que la entidad tiene como finalidad facilitar el acceso a la administración de justicia en condiciones de igualdad, en los términos del debido proceso, con respeto de las garantías sustanciales y procesales. A la Defensoría Regional le corresponde atender, tramitar, repartir y supervisar las soluciones de defensoría pública, además recibir los informes mensuales que deben presentar los defensores públicos y los asesores de gestión.

Al Doctor MARCO ALIRIO TRIVIÑO RODRÍGUEZ le fue asignada la defensa del señor CARLOS HUMBERTO MARTÍNEZ, quien asumió su representación judicial dentro del proceso que se adelanta por el delito de injuria en el Juzgado Primero Penal Municipal de Conocimiento de Pereira.

El señor MARTÍNEZ ha tenido y contará con la defensa técnica a través del Doctor TRIVIÑO RODRÍGUEZ. Es obligación del defensor público entrevistarse con el usuario cada dos meses. El accionante en la audiencia de febrero 14 de 2019 le solicitó al juez de conocimiento la entrevista virtual con el abogado, la que efectivamente fue autorizada. Al usuario le han garantizado la defensa judicial y técnica, dentro de los parámetros y obligaciones que le competen a la Defensoría del Pueblo.

Solicita ser desvinculada de la acción de tutela, por cuanto no existe vulneración de ningún derecho fundamental, máxime cuando se ha dado respuesta a cada una de las solicitudes allegadas por el accionante.

- El Procurador 290 Judicial I Penal de Pereira interviene en la demanda y solicita se declare improcedente la acción de tutela, toda vez que los hechos jurídicamente relevantes señalados en el escrito no se traducen en una real vulneración de derechos fundamentales, y no se puede utilizar la instancia constitucional para resolver diferencias entre el procesado y su defensa.
3.2.- Vencido el plazo constitucional, el a quo mediante sentencia de agosto 16 de 2019 negó el amparo. Para llegar a la anterior determinación consideró que no se existe falta de defensa técnica, y mucho menos afectación de algún derecho fundamental, por el contrario el señor MARTÍNEZ ha gozado de representación judicial en el trámite del proceso penal.
3.3.- La Corporación ordenó como prueba requerir al Juzgado Primero Penal Municipal de Pereira, para que allegara copia del escrito de acusación y de la constancia de traslado del mismo, igualmente para que informara el estado del proceso. Información que fue recibida en septiembre 16 de 2019. 
4.- IMPUGNACIÓN

El señor CARLOS MARTÍNEZ impugnó la sentencia, e insistió en que se ordene  a la DEFENSORÍA DEL PUEBLO le cambie el abogado defensor, máxime cuando ya lo denunció disciplinariamente por maltrato.
5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra el fallo proferido por el Juzgado Segundo Penal del Circuito de Pereira (Rda.), acorde con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591/91 y 1º del Decreto 1382/00, modificado por los Decretos 2591/91 y 1983 de 2017.

5.1.- Problema jurídico planteado
Corresponde al Tribunal establecer el grado de acierto o desacierto contenido en el fallo opugnado, en cuanto negó la acción de amparo. De conformidad con el resultado, se procederá a tomar la determinación pertinente, ya sea convalidándolo, modificándolo o revocándolo, según se desprende de lo pedido por la recurrente. 
5.2.- Solución a la controversia

La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todos los ciudadanos sin discriminación alguna. 

En este caso el interesado concurre ante el juez constitucional para solicitar que se le ordene a la DEFENSORÍA DEL PUEBLO el cambio del defensor público que le fue asignado para representarlo en el proceso penal que se adelanta en su contra por el delito de injuria.
Desde ya dirá la Sala que acompaña la decisión adoptada por la titular del Juzgado Segundo Penal del Circuito con función de conocimiento de esta capital, por la siguiente razón:
Aunque el accionante asegura tener ciertas diferencias con el defensor público que le fue asignado, no se vislumbra ninguna afectación de derechos fundamentales por cuanto la DEFENSORÍA DEL PUEBLO de acuerdo con sus competencias procedió a asignarle al accionante un abogado que lo represente dentro del proceso penal que se adelanta en su contra. Y si bien el actor señala que el abogado asumió una “actitud grosera” frente a él, razón por la cual lo denunció disciplinariamente, además que no comparte la estratega defensiva que le propone el profesional del derecho, tales situaciones no pueden entenderse como vulneración flagrante de derechos a efectos de que los mismos se protejan por vía de tutela.
Lo anterior es así, en cuanto si la discrepancia que alega el accionante solo tiene como única salida el cambio del abogado defensor, se trata de un conflicto suscitado entre el señor CARLOS MARTÍNEZ y la DEFENSORÍA DEL PUEBLO como entidad encargada de suministrarle esa asistencia, pero no es competencia de la judicatura entrometerse en dicha regulación en cuanto los hechos no constituyen una afectación real a garantías constitucionales que exijan un pronunciamiento de orden constitucional, como quiera que esta acción especialísima no fue creada para zanjar diferencias personales entre el apoderado y su cliente. 

Es cierto, no se discute, que la ausencia de defensa técnica efectivamente acarrea una grave afectación del derecho fundamental al debido proceso, y así lo dejó esclarecido la Corte Constitucional en sentencia T-018/17, cuando indicó: “A manera de conclusión la jurisprudencia constitucional sostiene que las posibles faltas en la asistencia de un abogado habilitan al afectado para reclamar su protección judicial y ejercer los recursos ordinarios y extraordinarios preestablecidos en el proceso, sin que tal habilitación se extienda por sí misma al amparo constitucional”. Sin embargo, en este asunto no se observa esa circunstancia, como quiera que existe un medio idóneo para resolver en forma oportuna y eficaz las discrepancias que se presenten entre el profesional del derecho designado y el usuario de la Defensoría Pública.
Por último, no es cierta la aseveración que hace el señor CARLOS MARTÍNEZ cuando indica que: “no conoce el escrito de acusación del proceso que se sigue en su contra”, como quiera que la Fiscal a cargo de dicha diligencia dejó constancia en el sentido que el acusado no quiso firmar el formato de traslado del escrito de acusación, y que además señaló que no estaba de acuerdo con la asignación del abogado EDWARD NOVA SÁNCHEZ, ya que no era de su confianza.
Como se aprecia, la realidad procesal enseña que el accionante siempre ha estado asistido por un abogado, y es así en cuanto la DEFENSORÍA DEL PUEBLO ha sido diligente en asignarle un defensor que represente sus intereses; empero, por diferentes circunstancias es el señor CARLOS MARTÍNEZ quien solicita el cambio de apoderado y en tal sentido una nueva designación solo es del resorte exclusivo de la entidad accionada. 

En esos términos, la Corporación confirmará la sentencia proferida por la funcionaria de primer nivel.

6.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA la sentencia de tutela proferida por el Juzgado Segundo Penal del Circuito de Pereira  (Rda.). 

SEGUNDO: Por secretaría se remitirá el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA
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